
 
JUZGADO TREINTA Y CUATRO ADMINISTRATIVO 

 ORAL DE BOGOTÁ 
Sección Tercera 

 

CIUDAD Y FECHA Bogotá D.C., dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

REFERENCIA Expediente No. 11001333603420220019000 

DEMANDANTE Wilson Campos García 

DEMANDADO Unidad Para La Atención Y Reparación Integral a las Víctimas - UARIV 

MEDIO DE CONTROL TUTELA 

ASUNTO SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Wilson Campos García, actuando en nombre propio, interpuso acción de tutela en 

contra de la Unidad Para La Atención Y Reparación Integral A Las Víctimas - UARIV, 

con el fin de proteger sus derechos fundamentales de petición e igualdad que 

considera vulnerados toda vez que aún no se le ha dado respuesta a la solicitud 

impetrada el día 28 de marzo de 2022. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1 PRETENSIÓN 

 

En la solicitud de tutela se formuló como pretensiones: 

 

“Ordenar UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS Contestar el 

DERECHO DE PETICION de fondo. 

 

Ordenar a UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS contestar el 

derecho de petición manifestando una fecha en la cual serán emitidas y entregadas mis cartas cheque. 

 

Ordenar a UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS”. 

 

1.2 FUNDAMENTO FACTICO: 

 

“Interpuso un derecho de petición el 28 de marzo de 2022 solicitando que dé una fecha cierta en la 

cual podré recibir mis cartas cheque ya que cumplí con el diligenciamiento del formulario y la 

actualización de datos.  

 

LA UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS NO contesta el 

derecho de petición, ni de forma ni de fondo. Sin dar una fecha cierta CUANDO va a desembolsar el 

monto de la INDEMNIZACION por el DESPLAZAMIENTO FORZADO.  

 

LA UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS al NO contestar de 

fondo no solo viola el derecho de petición. Sino que vulnera los derechos fundamentales como es el 

derecho a la verdad y a la indemnización al derecho a la igualdad y los demás consignados en la tutela 

T025 de 2004. La UNIDAD manifiesta en una de sus respuestas que debo iniciar el PAARI y esto ya 

lo inicié.  

 

Ya firme el formulario del plan individual para reparación integral (PIRI) donde se anexaron los 

documentos. Donde manifestaron que en UN mes pasara por la carta cheque para cobrar la 

indemnización por víctimas de DESPLAZAMIENTO FORZADO”. 
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1.3 ACTUACIÓN PROCESAL 

 

La tutela correspondió por reparto el 6 de julio de 2022, con providencia del 7 de 

julio se admitió y se ordenó notificar al representante legal de la Unidad Para La 

Atención Y Reparación Integral A Las Víctimas - UARIV. 

 

1.4 CONTESTACION DE LA TUTELA 

 

Notificado el accionado representante legal de la Unidad Para La Atención Y 

Reparación Integral A Las Víctimas - UARIV, contestó el 11 de julio lo siguiente: 

 

“(…) 

 

CASO EN CONCRETO RESPECTO AL DERECHO DE PETICIÓN 

 

Frente a la petición interpuesta por el señor  

 

WILSON CAMPOS GARCIA bajo radicado 20227116012252 del 28 de marzo de 2022, la Unidad para 

las víctimas procedió a dar respuesta mediante radicado 20227208024691 del 31 de marzo de 2022, 

posteriormente se emitió alcance bajo comunicación del 08 de julio de 2022, el cual fue remitido al 

correo electrónico que aportó la accionante en el acápite de notificaciones; según consta en 

comprobante de envió que se adjunta como prueba al presente memorial. 

 

EN RELACIÓN A LA INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

 

Con el propósito de demostrar que la presente acción carece de objeto, me permito evidenciar al 

despacho las acciones encaminadas por la entidad a la que represento frente al reconocimiento de la 

indemnización administrativa reclamada por la parte accionante.  

 

Respecto del caso particular, frente a la indemnización administrativa, referente al señor WILSON 

CAMPOS GARCIA, la Unidad para las Víctimas le brindó una respuesta de fondo por medio de la 

Resolución No. 04102019- 1017097 del 8 de abril de 2021 “Por medio de la cual se decide sobre el 

reconocimiento de la medida de indemnización administrativa a la que hacen referencia los artículos 

132 de la Ley 1448 de 2011 y 2.2.7.3.1. y siguientes del Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015”, 

en la que se le decidió reconocer la medida de indemnización administrativa por el hecho victimizante 

de DESPLAZAMIENTO FORZADO Radicado 425351- 2056907 marco normativo Ley 387 de 1997 y 

aplicar el “Método Técnico de Priorización” con el fin de disponer el orden de la entrega de la 

indemnización.  

 

La Resolución No. 04102019-1017097 del 8 de abril de 2021, fue informada mediante notificación 

electrónica el 20 de abril de 2021, así mismo se le informó que contra dicha resolución procedían los 

recursos de reposición ante la Dirección Técnica de Reparación y en subsidio el de apelación ante la 

Oficina Asesora Jurídica de la Unidad para las Víctimas.  

 

Por lo anterior, y en relación a solicitud de pago de la indemnización administrativa, se le informa al 

despacho que el señor WILSON CAMPOS GARCIA no acreditó alguna situación de urgencia 

manifiesta o extrema vulnerabilidad de las establecidas en el artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019 

y primero de la Resolución 582 de 2021, esto es: i) tener más de 68 años de edad, o, ii) tener 
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enfermedad huérfana, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo definidas como tales por el Ministerio 

de Salud y Protección Social, o iii) tener discapacidad que se certifique bajo los criterios, condiciones 

e instrumentos pertinentes y conducentes que establezca el Ministerio de Salud y Protección Social o 

la Superintendencia Nacional de Salud1 .  

 

Téngase en cuenta que para los actos administrativos emitidos en los años 2020 (sin acreditación de 

situaciones de vulnerabilidad manifiesta y con oficio de no favorabilidad) y 2021, el Método Técnico 

de Priorización se aplicará el 31 de julio del año 2022, la Unidad para las Víctimas informará su 

resultado con posterioridad. Ahora bien, si conforme a los resultados de la aplicación del Método no 

resulta viable el acceso a la medida de indemnización en 2022, la Unidad le informará las razones por 

las cuales no fue priorizado y la necesidad de aplicar nuevamente el Método para el año siguiente, en 

este caso para el año 2023.  

 

Así las cosas, la Unidad para la Víctimas, aplicará el Método Técnico de Priorización el 31 de julio de 

2022, para determinar, de las personas que fueron reconocidas al 31 de diciembre de 2021 sin criterio 

de priorización, a cuáles se les realizará la entrega de los recursos durante dicha vigencia de acuerdo 

con la disponibilidad de recursos destinados para este efecto. Es importante indicar que la distribución 

del presupuesto asignado para el reconocimiento de la medida indemnizatoria en la siguiente vigencia, 

atenderá al número de víctimas que acrediten los criterios de urgencia manifiesta o extrema 

vulnerabilidad y a los compromisos adquiridos de acciones constitucionales pendientes por cumplir 

antes de la implementación del procedimiento.  

 

Por consiguiente, se le informa al despacho que, mediante comunicación del 08 de julio de 2022, se 

le indica al señor WILSON CAMPOS GARCIA que se le aplicará el Método Técnico de Priorización el 

31 de julio del año 2022, y se le dará a conocer su resultado. Se le indica que si el resultado le permite 

acceder a la entrega de la indemnización administrativa en el año 2022, será citado para efectos de 

materializar la entrega de los recursos económicos por concepto de la indemnización, y que sí 

conforme a los resultados de la aplicación del Método no resulta viable el acceso a la medida de 

indemnización en 2022, la Unidad informará las razones por las cuales no fue priorizado y la necesidad 

de aplicar nuevamente el Método para el año siguiente, tal como se mencionó anteriormente.  

 

Se informa que entre el 1 de julio de 2020 y el 31 de diciembre de 2026 las víctimas podrán allegar 

certificaciones que cumplan con los requisitos de la Circular 009 de 2017, sin embargo, para que estas 

certificaciones sean válidas, se deben haber expedido hasta el 30 de junio de 2020, las víctimas que 

aporten certificaciones que cumplan con los requisitos de la Resolución No. 113 de 2020 del Ministerio 

de Salud y Protección Social en ese mismo período de tiempo serán válidas.  

 

Adicionalmente, valdría la pena indicar que, pese a los diferentes esfuerzos realizados históricamente 

en materia fiscal para compensar económicamente a las víctimas del conflicto armado interno, el reto 

de la política de la reparación integral aún es enorme. De allí que el cometido primordial es indemnizar 

a aquellas víctimas, que por diversas situaciones presentan una vulnerabilidad mayor. Esto además, 

en atención a lo dispuesto en el Auto 206 de 2017 emitido por la Corte Constitucional en el que 

determinó que los criterios de priorización que se debían implementar para el pago de la medida de 

indemnización administrativa, correspondía entonces enfocarse en primera medida en aquellas 

víctimas inmersas en circunstancias de extrema vulnerabilidad o urgencia manifiesta, en el entendido 

que, si bien la población víctima de conflicto armado en su totalidad es vulnerable, existen personas 

que presenten un grado mayor de vulnerabilidad tales como los adultos mayores, personas con 

discapacidad o víctimas con enfermedades gravosas o ruinosas. 
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Sobre el particular el citado pronunciamiento de la Corte señala:  

 

“La Corte dirimió esta tensión al estudiar la constitucionalidad de los principios de progresividad y 

sostenibilidad, recogidos en los artículos 17 y 19 de la Ley 1448 del 2011. Conforme lo estableció la 

jurisprudencia constitucional, si bien los derechos de las víctimas se reconocen de manera inmediata, 

su contenido se amplía progresivamente y su cobertura se extiende gradualmente respecto de la 

totalidad de víctimas a las que se refiere la ley. Por esta razón, encontró razonable que los programas 

masivos de reparación administrativa, característicos de contextos de violencia generalizada y 

sistemática, no se encuentren en la capacidad de indemnizar por completo a todas las víctimas 

en un mismo momento. En este tipo de situaciones, la Corte encontró que es legítimo definir 

plazos razonables para otorgar la indemnización administrativa y acoger, en esa dirección, 

determinados criterios que permitan priorizar la entrega de las medidas que correspondan. Este 

planteamiento implica analizar la situación concreta en que se encuentra cada accionante, para 

verificar si cumple o no con alguno de los supuestos que permiten darle prelación.” (Resaltado 

fuera de texto). 

 

De lo anterior, se evidencia que la Corte Constitucional reconoce:  

 

1. No es posible indemnizar a todas las víctimas en un mismo momento. Por tanto, las órdenes de 

pagar sin cumplir con el procedimiento atentan contra los derechos de las otras víctimas. 2. Es legítimo 

definir un procedimiento para pagar las indemnizaciones administrativas. En consecuencia, cuando se 

les informa a las víctimas los criterios de valoración, se supera la vulneración del derecho fundamental.  

 

Por lo anterior, surge para la Entidad la imposibilidad dar fecha cierta y/o pago de la indemnización, 

como lo exige la accionante, toda vez que debe ser respetuosa del procedimiento establecido en la 

Resolución 1049 de 2019 y del debido proceso administrativo. 

 

Respecto a la solicitud de entrega de la carta cheque se hace necesario precisarle al despacho que 

para ese tipo de actuaciones la Unidad no entrega la carta cheque hasta tanto no se vaya a efectuar 

el pago, por tal razón por ahora no es posible entregar el documento solicitado.  

 

Se le informa al despacho que el término de ciento veinte [120] días hábiles corresponde a análisis y 

toma de decisión de fondo sobre si es procedente o no el reconocimiento del derecho a la medida 

indemnizatoria, para el caso del accionante esté término ya culminó y se emitió resolución que 

reconoce la indemnización administrativa, condicionando su entrega a la aplicación del método técnico 

de priorización.  

 

Por último, en la comunicación del 08 de julio de 2022 se adjunta respuesta a derecho de petición 

radicado 20227208024691 del 31 de marzo de 2022, en el cual se encuentra el certificado del Registro 

Único de Víctimas RUV solicitado por el accionante”. 

 

1.5 PRUEBAS 

 

 Copia del Derecho de petición radicado ante la UARIV el 28 de marzo de 

2022. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1 COMPETENCIA 
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política y en 

los artículos 1°, 5° y 8° del Decreto – Ley 2591 de 1991 “Por el cual se reglamenta  

la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”, la acción 

de tutela está encaminada a la protección inmediata de los Derechos 

Constitucionales Fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados 

por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de particulares; en este 

último evento, en los casos señalados de manera expresa y restrictiva por la ley. 

 

Así las cosas, este Despacho es competente para decidir frente a las Acciones de 

Tutelas presentadas por los ciudadanos, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 86 de la Constitución Política y el artículo 14 y 37 del Decreto 2591 de 1991. 

 

2.2 ASUNTO A RESOLVER 

 

El despacho debe establecer si la accionada Unidad Para La Atención Y Reparación 

Integral A Las Víctimas - UARIV vulnero el derecho fundamental de petición. 

 

2.3 DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

 

De acuerdo con el artículo 23 de la Constitución Política de 1991, toda persona tiene 

derecho a presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener una pronta resolución. Tal derecho permite 

hacer efectivos otros derechos de rango constitucional, por lo que ha  sido 

considerado por la jurisprudencia como un derecho de tipo instrumental1, en tanto 

que es uno de los mecanismos de participación más importantes para la ciudadanía, 

pues es el principal medio que tiene para exigir a las autoridades el cumplimiento 

de sus deberes. 

 

El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional,  tiene  una  finalidad 

doble: por un lado, permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las 

autoridades  y,  por  otro,  garantiza  una  respuesta  oportuna,  eficaz,  de  fondo  y 

congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que:  

 

“(...) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que  

la  respuesta  debe  entregarse  dentro  del  término legalmente establecido para ello; y (ii) 

la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita 

al peticionario conocer la situación real de lo solicitado” 1 

 

En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscribe el derecho 

a recibir una respuesta de fondo, es decir, resolver materialmente lo planteado, de 

manera clara, precisa y congruente.  En otras palabras, “que se debe dar resolución 

integral de la solicitud, de manera que se atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución 

tenga que ser positiva” 2 

 

Adicionalmente, y de conformidad con lo dispuesto en sentencia T-379 de 2013: “Se 

concluye entonces, que el derecho de petición consagra de un lado la facultad de presentar solicitudes 

                                                 
1 Sentencia T-376/17. 
2 Sentencia T-376/17. 
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respetuosas a las entidades públicas y privadas. Y de otro lado, el derecho a obtener respuesta 

oportuna, clara, completa y de fondo al asunto solicitado.  La jurisprudencia constitucional también  ha  

resaltado  que  la  respuesta de  la  autoridad  debe  incluir  un  análisis  profundo  y  detallado  de  los  

supuestos fácticos y normativos que rigen el tema.  Así, se requiere “una contestación plena que 

asegure que  el  derecho  de  petición  se  ha  respetado  y  que  el  particular  ha obtenido la 

correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses” 

(Negrilla fuera de texto) 

 

2.4 SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 

 

En el presente asunto Wilson Campos García, pretende la protección de su derecho 

fundamental de petición, el cual considera violado ante la falta de respuesta por 

parte de la entidad accionada a la petición radicada el 28 de marzo de 2022.  

 

Revisado el material probatorio, informó la entidad accionada que la respuesta al 

derecho de petición presentado por el accionante fue contestado el 31 de marzo y 

8 de julio de 2022, la cual fue enviada al correo electrónico informado en el acápite 

de notificaciones de la demanda: camposwilson123.321@gmail.com. Es decir, que 

el actor tiene conocimiento de lo solicitado; asunto distinto es que el actor no esté 

de acuerdo con lo manifestado por la accionada.  

 

Así las cosas, hay lugar a negar la presente acción de tutela, toda vez que dejo de 

existir la violación al derecho fundamental de petición. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y CUATRO (34) 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,   

  

FALLA 

 

PRIMERO: NIÉGUESE la Acción de Tutela impetrada por Wilson Campos García, 

por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.   

 

SEGUNDO: NOTIFICAR por el medio más expedito la presente providencia al 

accionante Wilson Campos García y al Representante Legal de la Unidad Para La 

Atención Y Reparación Integral A Las Víctimas - UARIV o a quien haga sus veces.  

 

TERCERO: En caso de que la presente providencia no fuere impugnada, remítase, 

para efectos de su Revisión, a la Honorable Corte Constitucional, en los términos 

del Artículo 31 del Decreto – Ley 2591 de 1991. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 

OLGA CECILIA HENAO MARÍN 

Juez 
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